
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

LAS ORGANIZACIONES Y PERSONAS 

FIRMANTES, ACORDAMOS LA NECESIDAD 

DE IMPULSAR PROCESOS DE 

INTEGRACIÓN SOCIOURBANA DE 

ASENTAMIENTOS, QUE RESPETEN  

Y SE ADECUEN A LAS SIGUIENTES 

LÍNEAS DE ACCIÓN.  

 

 

 

 

 

 

- PRELIMINAR    - 

 

 



 
 

 

La ciudad debe integrar plenamente a sus villas, urbanística y socialmente, revertir toda situación 

de segregación y garantizar el cumplimiento efectivo de derechos actualmente reconocidos en 

nuestro país. 

 

INTEGRACIÓN URBANA Y SOCIAL ENTRE LAS VILLAS  

Y EL RESTO DE LA CIUDAD1
 

Las villas surgieron a partir de la década de 1930. Desde entonces su población fue construyendo las viviendas, 

servicios e infraestructuras de estas partes de la ciudad, creciendo tanto en tiempos de crisis como de recuperación 

económica, dando cuenta que el déficit habitacional se trata de un problema estructural de la ciudad, en particular por 

el modo de funcionamiento del mercado del suelo.  

Las organizaciones de las villas vienen reclamando la radicación definitiva de esos barrios desde la década de 1970, 

derecho que fue reconocido en algunas jurisdicciones del país2. Sin embargo, a la fecha, ese proceso permanece 

incompleto y las intervenciones que se desarrollaron muchas veces incluyeron abusos y avasallamientos hacia su 

población. Esto contribuye a la persistencia de desigualdades, privando a los y las habitantes de las villas de una 

cotidianeidad digna y afectando su seguridad e integridad. El derecho a una vivienda y hábitat adecuado son de vital 

importancia, debido a que afecta el reconocimiento efectivo de otros derechos como a la salud, la educación y el 

trabajo, incidiendo de manera directa en las condiciones de reproducción individual, familiar y colectiva de la 

población. 

El Estado tiene la responsabilidad indelegable de avanzar en la integración urbana y social entre las villas y el resto 

de la ciudad de forma urgente, con planes públicos y participativos y en plazos acotados, garantizando de esta 

manera una gama de derechos humanos formalmente reconocidos en diferentes pactos y tratados internacionales a 

los que este país adhirió y que resultan básicos para asegurar a todos los ciudadanos una vida digna en igualdad de 

condiciones3. 

La urbanización de las villas es un derecho que no puede estar sujeto a las oportunidades de desarrollo inmobiliario, 

de emplazamiento de infraestructuras o la planificación de megaproyectos de los entornos de los barrios. Esta tarea, 

además, debe partir por entender integralmente la ciudad, complementando las intervenciones en villas con políticas 

de vivienda y hábitat que orienten los recursos públicos a hacerla accesible e inclusiva, revirtiendo las tendencias 

excluyentes que registra el mercado inmobiliario y los proyectos de renovación urbana de las últimas décadas.  

Si entendemos que el hábitat establece oportunidades y restricciones para el desarrollo de las prácticas sociales, 

(re)urbanizar las villas promueve la justicia socio-espacial en las ciudades, partiendo por el reconocimiento a la 

construcción multicultural de la ciudad que estos barrios expresan. Reurbanizar, entonces, implica partir del 

reconocimiento de configuraciones y sentidos preexistentes para, desde ellos, proyectar y gestionar su co-habitación 

plena.  

 

                                                           
1
 Nota aclaratoria: en este documento, pese a las diferencias que presenta cada tipología, se habla indistintamente de “villa”, “asentamiento” y “barrio”, 

entendiendo que estamos aludiendo a temas, problemas y potencialidades comunes de estos territorios. Igualmente, a lo largo del texto se busca precisar 

la definición de los conceptos de “urbanización”, “reurbanización” e “integración urbana”. Elegimos no optar por uno y definirlos en forma convergente, ya 

que en las experiencias de lucha de diferentes villas y asentamientos se han transformado en bandera de reclamos similares. Entendemos que a quienes 

viven en estos barrios y sus procesos reivindicativos les corresponde, en caso de que lo consideren necesario, optar por alguna de estas palabras para 

definir su(s) identidad(es) y perspectivas. 
2
 En la CABA la ley 148, entre otras; en el resto del país, algunas de las normas sobre regularización dominial; y en forma reciente en la Provincia de 

Buenos Aires, la ley 14.449, además de varios planes a nivel local, provincial y nacional. 
3
 Para citar algunos emblemáticos se pueden mencionar el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención Americana 

de Derechos Humanos, el Protocolo Facultativo de San Salvador y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

LAS VILLAS DEBEN SER INTEGRADAS URBANÍSTICA  

Y SOCIALMENTE  AL RESTO DE LA CIUDAD 



 

 

PROTECCIÓN DE GRUPOS ESPECIALMENTE VULNERABLES 

Los Estados deben garantizar la igualdad del disfrute de los derechos. Para ello es preciso que adopten y apliquen 

medidas especiales para proteger particularmente a las mujeres, a los niños, niñas y adolescentes, a los colectivos 

LGBT y otras víctimas de violencia o sectores vulnerables que habitan en los barrios populares. La violencia 

estructural que históricamente padecen estos colectivos, deben ser tenidas especialmente en cuenta. 

Por ello  el diseño  e implementación de las políticas públicas de urbanización necesariamente deberá contemplar la 

heterogeneidad de los  sujetos que conforman la comunidad con el objeto de evitar reproducir la desigualdad y  

discriminación. La incorporación del enfoque de género y de diversidad sexual constituye una oportunidad para 

revertir desigualdades preexistentes y mejorar la calidad de vida de las personas. 

 

 

 

El diagnóstico, planificación y ejecución de las políticas de urbanización debe profundizar la 

democracia en las ciudades, garantizando la participación activa de los habitantes de cada barrio 

en el proceso de toma de decisiones en el marco de un debate amplio, diverso e informado. 

 

PRODUCCIÓN SOCIAL DEL HÁBITAT Y FORTALECIMIENTO  

DE LOS ESPACIOS DE PARTICIPACIÓN TERRITORIAL 

La urbanización de villas debe desarrollarse con la participación activa de los habitantes y organizaciones de los 

barrios en los procesos de toma de decisiones en las etapas de diagnóstico, diseño, planificación, ejecución y 

evaluación de los proyectos de cada barrio, favoreciendo la apropiación territorial que se construye desde el 

fortalecimiento de la identidad y el reconocimiento de su entorno. Esto implica respetar los marcos normativos 

vigentes (como la ley 148 de la Ciudad de Buenos Aires y la ley 14.449 de la provincia de Buenos Aires), las leyes 

específicas de cada villa y las legislaciones que pudieran surgir en el futuro. Es indispensable que en la urbanización 

se respeten los procesos generadores de espacios autoconstruidos habitables, poniendo en valor los saberes y 

experiencias de sus productores. Para ello, las acciones de urbanización deben ser consensuadas con las 

organizaciones de los barrios para que sus habitantes puedan apropiarse del proceso y hacerlo sustentable en el 

tiempo. Para fortalecer la participación el Estado deberá incluir a las organizaciones en las instancias de toma de 

decisiones de todas las etapas del proceso de urbanización, y articular con ellas para la ejecución de las 

intervenciones en el territorio. En el marco del respecto de las normas vigentes, se profundizara la relación con las 

juntas vecinales electas en comicios democráticos y que se encuentren con mandatos vigentes. Asimismo, se 

fortalecerán los espacios de participación propios de cada barrio, a través de las mesas de urbanización creadas por 

los pobladores juntos con organizaciones sociales y políticas.   

Deberá además fortalecer esa labor a través del financiamiento de equipos técnicos interdisciplinarios, elegidos con 

la participación de las organizaciones, que desarrollen tareas de acompañamiento y soporte profesional en 

articulación con ellas. 

La participación vecinal tiene por objetivo la confección del programa, el pleno involucramiento en el proceso de 

proyecto–gestión, y el empoderamiento en la consecución de derechos. En ningún caso debe transformarse en un 

elemento supletorio por delegación de responsabilidades de los demás actores intervinientes, especialmente del 

Estado. Ello implica, entre otras condiciones, garantizar el pleno acceso a la información pública vinculada al proceso 

de urbanización (por ejemplo, diagnósticos, censos, presupuestos así como los planes de obra y sus niveles de 

LA URBANIZACIÓN DEBE REALIZARSE SIEMPRE 

CON PARTICIPACIÓN VECINAL  



 

ejecución), el derecho a la consulta previa a las intervenciones en los barrios y a contar con apoyo técnico que 

permita un efectivo ejercicio de la participación en las políticas públicas hacia villas.   

 

RESPETO Y RECONOCIMIENTO DE LOS PROCESOS PARTICIPATIVOS 

AUTÓNOMOS E INDEPENDIENTES CREADOS POR LA COMUNIDAD 

Las villas y asentamientos han reactualizado sus organizaciones y creado otras nuevas, con el propósito de resolver 

las diferentes necesidades que fueron identificando en el territorio. Esas organizaciones estimulan la participación en 

cada barrio. El Estado debe reconocer en los procesos de urbanización también a las diversas organizaciones que se 

vayan originando y consensuar y articular con ellas las acciones específicas a desarrollar en el barrio. 

 

 

 

La infraestructura urbana, de servicios y el equipamiento colectivo deben asegurar la integración 

física y social al entorno urbano, garantizando el acceso adecuado a los servicios públicos 

domiciliarios, espacios de uso común y recreativo, establecimientos educativos, de salud y la 

conectividad con el resto de la ciudad. 

 

PROVISIÓN DE INFRAESTRUCTURA PÚBLICA Y DOMICILIARIA 

La provisión de infraestructura pública y domiciliaria debe incluir en cada territorio el suministro de agua potable, 

desagües cloacales, energía (eléctrica y/o gasífera) y redes de información (correos, telefonía, internet, tv); estos 

servicios deberán ser operados desde su instalación por los mismos entes que en el resto de la ciudad. El acceso a 

estos servicios debe ser garantizado para el conjunto de la población, asegurando que la capacidad de pago en 

ningún caso se constituya en un impedimento para su acceso. Tanto las redes existentes en los barrios como las que 

sean incorporadas en el proceso de reurbanización, deberán contar con la manutención necesaria para que la 

provisión de servicios se desarrolle de manera adecuada, proyectando el crecimiento demográfico a no menos de 

veinte años.  

Dentro de la infraestructura pública, se realizarán las obras hidráulicas necesarias para prevenir o mitigar 

inundaciones, así como aquellas intervenciones que apunten a anticipar, prevenir y mitigar riesgos 

medioambientales. El diseño del proyecto barrial deberá vincular aspectos referidos a la biodiversidad urbana para 

garantizar el acceso a bienes y servicios ambientales de los ecosistemas locales. 

El servicio y frecuencia de recolección de residuos sólidos debe ser acorde a las necesidades del sector. Deberá 

incluirse a los barrios en el Plan de Gestión Integral de Residuos Sólidos que se implemente en el resto de la ciudad. 

 

CONSTRUCCIÓN O REVITALIZACIÓN DE EQUIPAMIENTOS COLECTIVOS 

Se deberá construir o mejorar los edificios y/o establecimientos dedicados a la educación, la salud, la cultura y el 

deporte. Las actividades que se desarrollen en estos establecimientos deberán ser de calidad y adecuarse a las 

necesidades de los usuarios, en particular las referidas a la educación y la salud. Es fundamental tener en cuenta que 

el diseño y uso de los equipamientos deberán ser el resultado de un proceso participativo y deberá incorporar 

especialmente la perspectiva de género. Adicionalmente, se tendrá que garantizar la cobertura de servicios de 

emergencia médica, seguridad, bomberos y defensa civil. 

 

LA URBANIZACIÓN INVOLUCRA LA PROVISIÓN DE 

INFRAESTRUCTURA Y EQUIPAMIENTO COLECTIVO  

EQUIVALENTE A LA DEL RESTO DE LA CIUDAD 



 

ZONAS VERDES Y ESPACIO PÚBLICO 

Teniendo en cuenta que el espacio público define la calidad del entorno, otorga un carácter vinculante entre la ciudad 

y la ciudadanía y favorece la integración socio-espacial4 , es vital la existencia de espacios públicos, que deben ser 

abiertos, orientados al esparcimiento, ocio y prácticas deportivas; proyectados a escala de la propia comunidad sujeto 

de derecho y en aporte al resto de la estructura urbana; generadores de identidad barrial y colectiva, debidamente 

equipados en su infraestructura, mobiliario y paisajismo. Parte de los espacios públicos se pueden destinar a 

promover prácticas agroecológicas en el ámbito de cada barrio ayudando a la conformación de huertas orgánicas 

bajo cuidado y participación vecinal.  

 

MOVILIDAD 

Entendiendo que las dinámicas de tránsito y transporte incluyen, excluyen, condicionan, habilitan, inhiben o potencian 

el uso del territorio, es necesario que se garantice el total ejercicio de la movilidad en su conjunto, a partir de la 

implementación de un sistema de trama vial jerarquizada para la articulación urbana y organización interna, 

recalificando la preexistente e introduciendo nuevas vías y accesos capaces de garantizar la conectividad plena de 

peatones y vehículos. Es fundamental la disolución de las barreras urbanas que impiden la plena articulación del 

barrio a su entorno inmediato y mediato, en completamientos de tejido, apertura de vialidades o generación de 

espacios públicos pivotantes. Esto implica la resolución plena de cruces y nodos viales de articulación de la trama. 

Asimismo, es imprescindible que ello venga acompañado con una política que incorpore a estos barrios en la oferta 

de medios de transporte público con que cuente la ciudad (ómnibus, subterráneo, ferrocarril, taxi, etc), compensando 

las desigualdades de provisión del servicio en las diferentes áreas de la ciudad  y garantizando recorridos internos y 

frecuencias adecuadas en villas. 

 

 

 

Toda política de villas deberá evitar los desalojos y sustentarse en el principio de arraigo en los 

procesos de reurbanización. Las relocalizaciones forzosas de población sólo deben llevarse a cabo 

en casos excepcionales, deben seguir un protocolo socialmente responsable de los derechos de 

dicha población, y producirse dentro del barrio. 

 

URBANIZACIÓN DE VILLAS SIN DESALOJOS 

La Constitución -nacional y de la CABA- y numerosas leyes y tratados internacionales obligan a los Estados a 

garantizar el acceso a una vivienda digna. Los desplazamientos poblacionales son inaceptables en villas y 

asentamientos, debido a que sus habitantes han conformado la urbanización existente a través de la edificación de 

sus viviendas y el entorno urbano. Por este motivo, toda política de villas deberá evitar los desalojos –que signifiquen 

desplazar vecinos fuera del barrio- y sostener el principio de arraigo en los procesos de reurbanización, a fin de evitar 

la movilidad de recursos estatales hacia las nuevas zonas.  

 

 

 

                                                           
4
 La Organización Mundial de la Salud recomienda que exista una relación entre 10 a 15 m2 de espacio verde por habitante, mientras que en la 

Ciudad de Buenos Aires la relación corresponde a 5.9 m2. 

LA URBANIZACIÓN IMPLICA RADICACIÓN: NO PODRÁ 

INCLUIR DESALOJOS FORZOSOS NI RELOCALIZACIONES 

FUERA DEL BARRIO 



 

RELOCALIZACIÓN DE POBLACIÓN SÓLO EN CASOS EXCEPCIONALES 

Las relocalizaciones sólo podrán desarrollarse cuando sea imposible encontrar alguna solución alternativa para 

mejorar la calidad de vida de la población afectada en el lugar en el que ya reside. Las relocalizaciones dentro de la 

villa sólo podrán tener lugar en caso de que resulte imprescindible como parte del proceso de generación de 

infraestructura, espacios públicos, rehabilitación de viviendas, y esponjamiento o acupuntura (mejoras en el 

consolidado de las manzanas, abriendo espacios o haciendo intervenciones puntuales). La relocalización de 

población fuera de la villa no se constituirá en una alternativa de política estatal , pudiendo aplicarse solamente y de 

forma excepcional en caso de existir riesgos ambientales o urbanísticos estructurales comprobables que no sean 

subsanables, En estos casos, la relocalización debe contemplar los siguientes principios generales: a) el traslado de 

la población a zonas del mismo barrio o cercanas a éste asumiendo un compromiso empírico con los procesos de 

derechos, evitando el desarraigo y fortaleciendo la filiación a los múltiples espacios de la vida (laborales, educativos, 

sanitarios, comunitarios, etc.) presente y futura de los afectados, partiendo de un registro adecuado de los afectados 

(censo); b) la participación activa de los habitantes en el proceso de toma de decisiones en todas las etapas de la 

relocalización; c) la aplicación de un protocolo socialmente responsable, que sirva como guía para los funcionarios, 

profesionales y técnicos que conforman las estructuras institucionales a cargo. 

 

IMPLEMENTACIÓN DE UN PROTOCOLO SOCIALMENTE  

RESPONSABLE DE RELOCALIZACIÓN 

El protocolo socialmente responsable solo debe ser aplicado cuando el desalojo resulte inevitable y estar guiado por 

el objetivo de equidad. Debe tener en cuenta que la relocalización involuntaria de poblaciones se inicia antes del 

traslado de la población y termina después del acceso a una nueva vivienda, abarcando tres grandes etapas: a) la 

etapa previa a la relocalización; b) la etapa de mudanza; y c) la etapa posterior a la relocalización. Estas etapas, si 

bien tienen un lugar en el transcurrir temporal, deben planificarse y desarrollarse articuladamente y de manera 

conjunta. El protocolo socialmente responsable5 requiere también de un abordaje integral y atento a sus 

singularidades. Es indispensable contar con estudios detallados a los fines de anticipar posibles riesgos para la 

población afectada y evitar mayores costos tanto para la población realojada como para la administración pública. 

Para ello el protocolo debe cumplir con los siguientes principios rectores:  

 Los procesos de relocalización requieren un enfoque integral, ya que implican un cambio de hábitat que modifica 

el espacio físico y la cotidianeidad de los afectados (vivienda, salud, educación, economía doméstica, alimentos, 

recreación, entre otros aspectos). Asimismo, se debe contemplar las singularidades de cada barrio, así como la 

diversidad de situaciones que atraviesan las familias a relocalizar y ser especialmente sensible respecto al 

enfoque de género, que es un aspecto transversal a todas las etapas. 

 El órgano responsable de la relocalización deberá promover el trabajo conjunto y articulado entre las diferentes 

dependencias estatales involucradas en el proceso, así como considerar que los procesos de relocalización 

afectan de manera diferencial a diversas poblaciones: a) la población a mudar; b) la población receptora de los 

relocalizados; c) la población que permanece en el sitio a relocalizar.  

 El presupuesto del proceso de relocalización debe ser preparado y programado atendiendo a la totalidad de sus 

etapas -desde el diseño hasta la implementación y seguimiento posterior-, y se deben incorporar instancias de 

revisión permanente de las acciones llevadas a cabo y evaluación de la satisfacción de la población en relación 

con todas las etapas del proceso. 

 

 

                                                           
5
 La CABA y la provincia de Buenos Aires deben cumplir con los protocolos oficiales de relocalización en cuyo diseño participaron diversas 

organizaciones académicas, de la sociedad civil, y territoriales. Ambos protocolos son antecedentes que pueden recuperarse para otras 

jurisdicciones. 



 

 

Las intervenciones sobre las viviendas deben orientarse a la rehabilitación del patrimonio 

construido, garantizando las condiciones de habitabilidad, la adecuación del tejido, la accesibilidad 

y conectividad con la trama existente, garantizando a toda la población de villas y asentamientos la 

reversión de las condiciones de precariedad, hacinamiento y déficit habitacional. 

 

REHABILITACIÓN Y REACONDICIONAMIENTO DE LAS VIVIENDAS 

El mejoramiento de las viviendas y los acondicionamientos habitacionales deberán considerar las diferentes 

condiciones sociales y económicas de cada una de las familias, el carácter cultural, la participación en el desarrollo y 

ejecución de las obras, la elección de los materiales, la mano de obra, el apoyo y las asesorías técnicas 

correspondientes. La participación de los vecinos será imprescindible para decidir cómo y dónde intervenir en el 

proceso de “esponjamiento/acupuntura” en pos de mejorar la habitabilidad de la mayor cantidad de viviendas. 

El diseño y construcción de las ampliaciones y/o modificaciones deberán garantizar la habitabilidad de las familias, 

considerando alternativas de incrementalidad espacial horizontal o vertical en condiciones de seguridad estructural. 

Estos procesos contarán con el apoyo técnico profesional correspondiente y de maestros mayores de obra y 

albañiles priorizando en la contratación a quienes residan en el barrio. 

 

DIAGNÓSTICO Y DISEÑO DE LA PROPUESTA DE REHABILITACIÓN  

Y REACONDICIONAMIENTO DE LAS VIVIENDAS 

La propuesta de rehabilitación deberá surgir de un diagnóstico integral, que se apoye en el estudio de la manzana a 

nivel urbano, habitacional y social y del relevamiento físico de la manzana con la interrelación que se da entre las 

viviendas. 

El procedimiento se llevará a cabo mediante el relevamiento de cada vivienda hasta reconstruir una visión integral de 

la conformación de la manzana, teniendo en cuenta las dimensiones tanto de planta como en altura. Dependiendo del 

caso, se estudiará la manzana en su totalidad o dividida por sectores. Se hará hincapié en las formas de acceso a 

cada vivienda (en planta y altura) y junto con vecinos se evaluarán las condiciones de habitabilidad de cada una 

(ventilación, iluminación, servidumbres de paso, hacinamiento, localización de locales húmedos) y del conjunto, para 

poder compartir propuestas sobre las posibilidades de unificar y/o relocalizar viviendas en pos de garantizar espacios 

libres y mejorar la calidad de habitabilidad de la totalidad. Esto requiere aceptar soluciones heterogéneas. 

Se considerarán criterios de superficie, lado mínimo, iluminación y ventilación, servicio de baño y cocinas en cada 

unidad, garantizando las habitaciones necesarias según la composición de las familias. También se deberá tener en 

cuenta el posible desarrollo incremental de la espacialidad, estructura y redes internas de servicios, teniendo en 

cuenta futuras modificaciones y/o ampliaciones. 

 

READECUACIÓN DEL TEJIDO URBANO CONTEMPLANDO ACCIONES DE 

APERTURA DE CALLES Y CICATRIZACIÓN 

Partirá del conocimiento de los requerimientos del barrio y del respeto de lo existente para elaborar propuestas de 

pasajes o calles que garanticen la conectividad y el acceso independiente de las viviendas con el mínimo de 

demoliciones. Sus dimensiones en ancho y altura deberán garantizar condiciones de accesibilidad, ventilación e 

iluminación y el ingreso de los servicios de agua y cloacas. Para la intervención sobre las casas a la vera de las 

calles o pasajes se respetará el mismo criterio que para el esponjamiento. Esto requiere estudiar las manzanas que 

LA URBANIZACIÓN INCLUYE EL MEJORAMIENTO DE LAS 

VIVIENDAS PARA GARANTIZAR ESTÁNDARES DE 

HABITABILIDAD ADECUADOS 



 

están a la vera del pasaje o calle respectiva y a partir de eso elaborar una propuesta de “cicatrización” que garantice 

la habitabilidad de las viviendas afectadas con los criterios del esponjamiento. Complementariamente con el plano 

definitivo tanto del esponjamiento como de la apertura de calles y pasajes, se estudiará la ubicación de los locales 

húmedos y se realizarán las redes internas. 

 

CONSTRUCCIÓN DE VIVIENDA NUEVA ADECUADA A LAS NECESIDADES DE SUS 

FUTUROS HABITANTES 

Cuando requiera de la relocalización de las familias, la construcción de vivienda nueva deberá respetar el protocolo 

socialmente responsable detallado previamente. En todos los casos este proceso deberá: a) ser diseñado de manera 

participativa en instancias de trabajo en donde articulen los equipos técnicos y las personas afectadas; b) emerger de 

un plan de trabajo integral y coordinado que garantice la obra y seguridad en los espacios habitados c) contar con 

materiales adecuados y durables en el tiempo.   El acompañamiento y/o asesoría técnica profesional no deberá 

acarrear costos a las familias y estará a cargo de equipos técnicos profesionales seleccionados por las 

organizaciones de base y financiados a través de programas especiales.  

Como para el resto de las actividades a desarrollar, se priorizará la contratación de pobladores y cooperativas de 

trabajo del barrio para llevar adelante las obras de construcción. El mecanismo de selección de trabajadores y 

cooperativas debe ser transparente como así también la rendición de cuentas de los recursos invertidos.  

 

MICROCRÉDITOS Y FONDOS ROTATIVOS 

Las intervenciones estatales para el mejoramiento de las viviendas deben ser complementadas por otras políticas, 

que permitan la realización de mejoras adicionales por parte de los propios habitantes. Para ello, el Estado 

garantizará, entre otras medidas, una política transparente para el acceso al crédito de las familias, que deberá 

contar con la participación de organizaciones sociales y vecinales. Se deberá atender la situación específica de las 

mujeres jefas de hogar con hijos a cargo, así como el caso de las mujeres en situación de violencia. La devolución de 

los préstamos deberá ser destinada en su totalidad al mejoramiento barrial y en ningún caso estos créditos podrán 

suplir o moderar en forma alguna la responsabilidad estatal en el desarrollo de obras habitacionales y urbanas como 

las que requieren los procesos de reurbanización de villas.  

 

 

 

La tenencia del suelo en villas -y de las viviendas provistas por el estado- deberá garantizar la 

estabilidad y permanencia de las personas que habitan esos barrios, considerando la diversidad de 

alternativas de regularización dominial existentes. 

 

PRIORIZAR LA ESTABILIDAD Y PERMANENCIA SEGURA  

La permanencia segura de las familias de villas resulta una acción de fundamental importancia en tanto define las 

condiciones presentes y futuras de las familias, generando la estabilidad necesaria para el desarrollo de proyectos 

individuales, familiares y colectivos. Garantizar la tenencia segura de la tierra a las personas que la habitan es un 

aspecto clave, que puede efectivizarse a través de una diversidad de modalidades de posesión estable y permanente. 

 

LA URBANIZACIÓN SUPONE LA SEGURIDAD EN LA 

TENENCIA Y LA REGULARIZACIÓN DOMINIAL  

DE LAS VIVIENDAS 



 

GARANTIZAR LA FUNCIÓN SOCIAL DE LOS TERRENOS, RESGUARDÁNDOLOS 

DE INTERESES ESPECULATIVOS 

La complejidad de esta intervención implica el establecimiento de resguardos y soluciones mixtas adecuadas a cada 

proyecto de urbanización, priorizando el objetivo de que la inversión social del hábitat popular y el suelo de propiedad 

estatal no sean transferidos y capitalizados por agentes y procesos de especulación inmobiliaria. Asimismo, es 

sumamente necesaria y relevante la regulación estatal de la utilización del suelo de acuerdo con el interés general en 

pos de dar pleno cumplimiento al principio de la función social y ambiental de la propiedad, aspectos presentes en la 

Constitución Nacional a través de la incorporación, en 1994, de los pactos y tratados internacionales de derechos 

humanos. 

El financiamiento de las viviendas sociales y de otras inversiones de infraestructura, para ser sustentable, viable y 

equitativo, puede sostenerse en fondos provenientes de diferentes mecanismos de gestión del suelo, como por 

ejemplo: recuperación de plusvalías urbanas, gravámenes impositivos a inmuebles ociosos y a desarrolladores 

inmobiliarios y constructoras por solicitud de permisos de construcción, densidad y superficie inmersa en el proceso 

de edificación. Se considera prioritario que las tierras fiscales, a través de zonificación especial, sean afectadas a 

políticas habitacionales orientadas a resolver las necesidades de los sectores más afectados, evitando que sean 

destinadas a negocios y actividades especulativas.  

 

REGULARIZACIÓN DOMINIAL 

En la actualidad existen diversas modalidades de regularización del dominio de los terrenos, que permiten garantizar 

la tenencia estable y permanente priorizando el usufructo de los inmuebles. Estas alternativas no se limitan a la 

propiedad privada individual, incluyendo opciones como la propiedad cooperativa o el otorgamiento de derechos de 

uso y goce a cada familia, de manera renovable, manteniendo la propiedad estatal. En este contexto resulta 

prioritario generar información sobre las diversas modalidades existentes y definir de manera participativa cuáles son 

las opciones de regularización dominial más adecuadas a cada caso. Asimismo, es esperable que se consideren 

mecanismos que restrinjan, al menos en forma temporal, la mercantilización del suelo e inmuebles, entendiendo que 

las soluciones habitacionales generadas a través de fondos públicos están orientadas a satisfacer necesidades 

elementales, como lo es la vivienda. 

 

 

 

La urbanización de villas requiere de la elaboración de diagnósticos y el diseño de intervenciones 

orientadas a la población inquilina y otros grupos especialmente vulnerados, garantizando que 

estos sectores habiten la ciudad en condiciones dignas y accedan a opciones seguras de tenencia 

de la vivienda. 

 

EL REGISTRO DE LA CANTIDAD Y CONDICIONES DE HABITABILIDAD DE LOS 

INQUILINOS EN VILLAS 

Es fundamental desarticular la multiplicidad de obstáculos que restringen el conocimiento de la situación habitacional 

de los inquilinos y otros grupos en condiciones de tenencia particularmente precaria (anticrético, sesiones, etc.) en 

villas. De manera complementaria, resulta imprescindible generar relevamientos sistemáticos sobre las condiciones 

de vida y la cantidad que representan estos grupos particularmente vulnerables que habitan en los barrios. A partir de 

esta información es necesario realizar diagnósticos que permitan conocer con precisión las distintas situaciones que 

afectan a este sector de la población de las villas. 

LA URBANIZACIÓN REQUIERE DE UN ABORDAJE 

ADECUADO PARA LA SOLUCIÓN DE LA 

PROBLEMÁTICA HABITACIONAL DE LOS INQUILINOS 



 

Es necesario desarrollar enfoques integrales que, en primer lugar, visibilicen el fenómeno de los inquilinos y, en 

segundo lugar, que los reconozcan como sujetos de derecho a una vivienda digna y a ser parte de los procesos de 

urbanización. A partir de ello, son imprescindibles abordajes especiales desde el Estado para receptar esta 

problemática, que permitan construir una política urbana integral que garantice el acceso a una vivienda digna y a las 

ventajas resultantes de los procesos de urbanización y la permanencia. Esto es necesario para evitar someter a los 

inquilinos a los efectos de la especulación sobre la propiedad que pueda generar la expectativa urbanizadora, 

garantizando políticas que prevengan desalojos informales. 

 

GARANTIZAR EL ACCESO A UNA VIVIENDA Y HÁBITAT ADECUADO 

PARA LOS INQUILINOS 

La población inquilina, como todo el resto de quienes habitan las villas, tiene derecho a acceder a una vivienda digna 

y adecuada para su reproducción individual y familiar. Esto implica intervenir sobre todas las dimensiones que hacen 

al déficit en este sector, considerando el hacinamiento, las condiciones de saneamiento, las ventilaciones y calidad 

de la vivienda, las condiciones de acceso a los servicios básicos de infraestructura y al equipamiento colectivo. 

Deben garantizarse las condiciones para acceder a una vivienda adecuada a precios accesibles. Los inquilinos están 

expuestos a diversos abusos relacionados con las condiciones jurídicas en que se desarrolla el alquiler en villas. Es 

necesario que este sector de la población acceda a la tenencia segura de la vivienda, lo que no implica la mera 

regulación de los inquilinatos que hoy existen en las villas.  

 

PROMOCIÓN DEL ALQUILER SOCIAL 

Como parte de una política más amplia destinada a resolver el déficit habitacional, se considera necesario 

implementar también en las villas sistemas de vivienda social en alquiler, conformados a partir de inmuebles de 

dominio estatal, que serán considerados una solución habitacional transitoria en la medida en que la vivienda estatal 

siga siendo adjudicada en propiedad a sus destinatarios. El Estado, a través de la generación de un Banco de 

Inmuebles, debe garantizar el suelo para la construcción de viviendas o la refuncionalización de edificios vacantes. 

 

 

 

Las intervenciones de urbanización de villas deben propender a la integración real de su población, 

favoreciendo el ejercicio de derechos, anulando todo tipo de acción y discurso estigmatizador, y 

permitiendo el desarrollo de las actividades productivas que garantizan su reproducción 

económica. 

 

INTEGRACIÓN SOCIOCULTURAL 

La integración sociocultural implica combatir todo tipo de discurso y acción discriminatoria hacia las villas y su 

población, desarticular estigmas y favorecer la integración, reconociendo a los habitantes de estos barrios en su 

calidad de ciudadanos, con las mismas características, derechos y obligaciones que los del resto de la ciudad. 

Asimismo, es importante realizar un trabajo que rescate la memoria y la historia de cada uno de los barrios, los 

procesos de producción de esas porciones de ciudad y de los conflictos habitacionales que fueron superando.  

Además, en las villas, como en el resto de la ciudad, conviven diversas colectividades, que tienen tradiciones 

culturales diferenciadas. Para propender a la integración, la urbanización de villas necesita promover la generación 

LA URBANIZACIÓN DEBE SER TAMBIÉN INTEGRACIÓN 

SOCIOCULTURAL Y SOCIOECONÓMICA 



 

de espacios y condiciones que habiliten esas expresiones en un contexto de enriquecimiento mutuo. Es 

particularmente sensible el tratamiento oficial y mediático sobre las villas, en la medida en que pueden colaborar a 

reafirmar o revertir prejuicios; la existencia de canales de información en villas (como los que se abrieron a partir de la 

sanción de la ley de medios), resulta un aporte en ese sentido.  

 

INTEGRACIÓN SOCIOECONÓMICA 

La población de villas realiza actividades productivas en sus barrios y/o viviendas, que aseguran su sustento 

cotidiano. Los procesos de urbanización, habitualmente, han desconocido esa dimensión, omitiendo en sus 

intervenciones el resguardo y mejoramiento de las condiciones físicas necesarias para el desarrollo de esas 

actividades y, en muchos casos, estrechando e incluso destruyendo los espacios que las familias requieren para 

producir. Toda acción de urbanización requiere conocer cuáles son esas actividades, desarrolladas dentro, en las 

inmediaciones y fuera del barrio, generando a partir de ese diagnóstico acciones que permitan su permanencia. En 

este sentido, no hay urbanización ni mejoramiento posible, si se destruyen o afectan negativamente las 

oportunidades y condiciones que permiten la reproducción económica de la población. 

Asimismo, las obras públicas a realizar en el marco de los procesos de urbanización priorizarán la contratación de 

trabajadores con los que cuente el barrio, tanto para tareas de construcción como aquellas que involucren saberes 

técnicos y profesionales con los que cuente la población. Toda vez que sea posible, estas acciones se desarrollarán 

instalando capacidades productivas en los barrios, que serán útiles para las tareas de mantenimiento y readecuación 

futura que requerirán los barrios para garantizar las mejoras en el tiempo. 

 

 

 

Las intervenciones orientadas a la urbanización de villas y asentamientos deberán garantizar la 

seguridad de los vecinos y terminar con todo trato abusivo de las fuerzas de seguridad hacia sus 

habitantes. Asimismo, se deberá fortalecer el trabajo territorial que realizan los distintos 

organismos dedicados a garantizar el acceso a la justicia. 

 

ACCESO A LA JUSTICIA 

La mayoría de las personas que habitan en villas encuentran importantes obstáculos y dificultades (barreras 

económicas, lejanía de los centros de atención, desconocimiento de derechos, etc.) para acceder a la justicia. En 

algunos de estos barrios existen distintos organismos cuyo objetivo es facilitar ese acceso a las personas en 

condición de vulnerabilidad e integrarlas en el sistema de administración de justicia. Esta proximidad territorial opera 

en numerosas ocasiones como facilitador en la prevención y resolución de conflictos. El acceso a la justicia es un 

derecho humano cuyo incumplimiento impide el goce de otros derechos, por lo que resulta indispensable el 

fortalecimiento del trabajo que realizan las diferentes agencias estatales y su coordinación. 

 

LA SEGURIDAD EN LAS VILLAS, UNA DEUDA HISTÓRICA 

La seguridad ciudadana resulta una condición necesaria para el fortalecimiento de la integración social y la 

promoción de la participación y el acceso a la justicia de todos los habitantes. Una concepción integral de la 

seguridad implica la prevención de la violencia física y la garantía de condiciones de vida dignas para la población. La 

urbanización de las villas debe contemplar el diseño y la implementación de políticas de seguridad orientadas a 

LA URBANIZACIÓN IMPLICA GARANTIZAR EL DERECHO 

A UNA SEGURIDAD DEMOCRÁTICA Y EL ACCESO A LA 

JUSTICIA 



 

garantizar los derechos de los vecinos, terminando con los abusos policiales que hasta hoy son cotidianos en estos 

barrios. 

 

FOCO CONTEXTUAL 

Un tratamiento de la las problemáticas de delito y violencia que solo contemple soluciones punitivas, policiales y 

carcelarias multiplica las condiciones para que proliferen aquellos delitos que se pretende combatir y no resuelve los 

problemas de fondo de estos territorios, su aislamiento y estigmatización. Deberán buscarse estrategias de acción 

sensibles al contexto y a cada situación particular, tomando en consideración las causas sociales e institucionales de 

la violencia con el propósito de trabajar sobre los factores estructurales. 

La integración de las villas a la ciudad requiere estrategias de abordaje que articulen las políticas de seguridad con 

otras políticas públicas y complementen las acciones del sistema penal con intervenciones de todas las áreas del 

Estado. Estos recursos estatales deben generar una mayor protección para los sectores excluidos, de modo de no 

profundizar las desigualdades. 

 

CONTROL ESTRICTO DE LAS FUERZAS DE SEGURIDAD QUE  

TENGAN PRESENCIA EN LAS VILLAS.  

Como ocurre en cualquier barrio de la ciudad, las fuerzas de seguridad deben tener presencia en las villas. Pero 

también deben estar especialmente preparadas para trabajar con todos los sectores de la comunidad, evitando 

prácticas discriminadoras y violentas. La presencia de las fuerzas debe ser acompañada por el despliegue de 

mecanismos de control de su desempeño con presencia en el territorio y de fácil acceso para las víctimas de abusos 

policiales y sus familiares.  

 

 

 

La urbanización de villas debe involucrar un sistema de diagnóstico, monitoreo, evaluación y 

acompañamiento ex post que identifique, mida y analice la evolución, resultados e impactos, 

posibilitando el desarrollo de nuevas acciones que garanticen su sustentabilidad hasta la 

culminación de su proceso. Es clave que se destinen en forma sostenida las partidas 

presupuestarias que garanticen esas etapas, que estas sean correctamente gestionadas y puedan 

ser monitoreadas de forma accesible. Por otro lado, resulta fundamental advertir los riesgos 

ambientales de cada barrio de modo de implementar proyectos que los gestionen adecuadamente. 

 

DIAGNÓSTICO, MONITOREO, EVALUACIÓN Y ACOMPAÑAMIENTO EX POST 

Las acciones destinadas a conocer las características demográficas y urbanas del barrio, el seguimiento de las obras 

a realizar y la ponderación de los resultados se desarrollarán en forma transversal al proceso de urbanización para 

garantizar su sostenibilidad en el tiempo. La información a relevar para el diagnóstico, el monitoreo, evaluación y 

acompañamiento ex post del proceso de urbanización se realizará incorporando la perspectiva de género y 

diversidad sexual. Deberán considerar como mínimo aspectos habitacionales, ambientales y espaciales, tales como 

el hacinamiento, los niveles de saneamiento, la exposición a riesgos ambientales, las condiciones edilicias de las 

viviendas y la accesibilidad equipamientos urbanos, fundamentalmente a instituciones educativas y de atención a la 

salud. Las distintas organizaciones de los barrios podrán participar en el diseño de los censos y relevamientos que se 

 LA URBANIZACIÓN DEBERÁ SER SUSTENTABLE EN 

EL TIEMPO E INTEGRAR LA DIMENSIÓN AMBIENTAL 



 

garanticen esta información, sugiriendo la incorporación de aspectos que no hayan sido considerados originalmente 

por el organismo responsable.  

Es fundamental que se introduzcan en la definición de las políticas a desarrollar previsiones respecto al crecimiento 

poblacional y urbano, de forma de anticiparse a necesidades futuras, tanto como sea posible. La perdurabilidad de 

las intervenciones a realizar es clave para hacer efectivo y sustentable el acceso a derechos que hoy se ven 

vulnerados por las condiciones socio-habitacionales de villas y asentamientos, es por ello que el proceso de plena 

integración entre las villas y el resto de la ciudad requiere de una intervención que no culmine con las obras físicas 

necesarias para regularizar la provisión de servicios, infraestructuras y soluciones habitacionales. Deben plantearse 

plazos y parámetros de políticas estatales que hagan sustentables en el tiempo la efectiva mejora de las condiciones 

de vida en villas y su completa articulación con los entornos urbanos. 

 

GESTIÓN DE RIESGOS AMBIENTALES 

Los problemas ambientales remiten a un tipo de desigualdad social dado que se concentran en forma 

desproporcionada en los territorios de mayor relegación social. El riesgo ambiental que surge como resultado de la 

exposición de la sociedad a las amenazas de la dinámica terrestre y atmosférica, y a las acciones de agentes 

contaminantes y tecnológicos, impactan con mayor profundidad en la población de villas que en otras áreas urbanas.  

Se requiere de estudios ambientales y sociales que determinen la peligrosidad de los eventos naturales o 

tecnológicos, la exposición de bienes y personas, la vulnerabilidad social y la incertidumbre dada por las incógnitas 

del conocimiento de la cuestión y de su gestión para determinar las medidas de control, mitigación y/o remediación 

que eviten o disminuyan el riesgo. Es necesario establecer un modelo participativo de gestión del riesgo que desde el 

diagnóstico involucre a la población.  

 

PRESUPUESTO PARA LAS VILLAS 

Para garantizar la sustentabilidad del proceso de reurbanización resulta esencial que se destinen partidas 

presupuestarias acordes a los costos de las obras proyectadas y a los equipos profesionales (técnicos y sociales), y 

que se generen flujos financieros adecuados para sostener el proceso en el tiempo. Las partidas presupuestarias y 

su ejecución deberán adecuarse a la magnitud de las intervenciones y a los tiempos planificados para el trabajo 

social con la población y a la realización de las obras. Asimismo, deberán preverse las actualizaciones necesarias, 

cuando así correspondiere, para garantizar que los materiales y los procesos de obra se ajusten a lo pautado en las 

licitaciones públicas. El financiamiento debe preverse también para el acompañamiento técnico y social ex post, 

como así también para reparaciones o mejoras necesarias en la etapa posterior a la finalización de las obras. 

 

TRANSPARENCIA Y CONTROL DE LOS RECURSOS 

Los procesos de urbanización de villas implican el manejo de una gran cantidad de recursos públicos. El Estado debe 

generar la buena administración de dichos recursos generando procedimientos transparentes y equitativos en su 

administración. Los gastos que demanden las diversas obras, servicios y contrataciones deberán ser 

permanentemente difundidos y de fácil acceso para quien desee conocerlo. 

 

PRESERVAR Y FORTALECER LOS LAZOS COMUNITARIOS  

Los barrios populares suelen contar con sólidas tramas organizativas comunitarias. Estos vínculos son producto de la 

necesidad de mancomunar esfuerzos para instalar equipamientos colectivos, la provisión de servicios, o resolver 

problemas territoriales; así como de los lazos existentes entre comunidades migrantes, el desarrollo de actividades 

culturales, recreativas y deportivas; o por la propia vecindad, más próxima en las villas que en buena parte del resto 

de la ciudad. Estos lazos comunitarios son fundamentales para darle a los barrios reurbanizados sustentabilidad en el 

tiempo, partiendo de una asociatividad construida que resulta clave para consolidar y ampliar las mejoras que se 

generen a partir de las intervenciones estatales. 



 

 

Para sumar tu adhesión, envía un correo a adhesiones@acuerdoporlaurbanizacion.org con tus datos o los de tu 

organización. 

 

SON PARTE DEL ACUERDO POR LA URBANIZACIÓN DE LAS VILLAS HASTA LA 

FECHA:  

Alianza Internacional de Habitantes - Latinoamérica; Área de Estudios Urbanos- Instituto de Investigaciones Gino 

Germani (AEU-IGG); Asamblea Ambiental de la Ciudad de Buenos Aires; Asociación Ciudadana por los Derechos 

Humanos; Asociación Civil Madre Tierra; ACIJ - Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia; ATAJO (Dirección 

General de Acceso a la Justicia de la Procuración General de la Nación); Carrera de Arquitectura de la Universidad 

Nacional de Avellaneda; Carrera de Arquitectura y Urbanismo de la Universidad Nacional de La Matanza; Centro De 

Acción Urbano Ambiental - UNLP; CELS - Centro de Estudios Legales y Sociales; Centro de Estudios para el Cambio 

Social CECS; CEAPI - Centro de Estudios y Acción por la Igualdad; Centro de Hábitat Inclusivo (UBA- FADU); Centro 

de Justicia y Derechos Humanos (UNLA); Centro de Investigación Hábitat y Municipio (CIHaM -FADU (UBA); Centro 

Latinoamericano de Derechos Humanos (CLADH); Ciudades Reveladas; CEJIP - Centro para una Justicia Igualitaria 

y Popular; Colectivo por la Igualdad; Coordinadora de Trabajadores Desocupados Aníbal Verón; Corriente Villera 

Independiente; CTA Capital; El Hormiguero; Federación de Villas (FEDEVI); Formación Investigación y Defensa Legal 

en Argentina (FIDELA); Foro de Organizaciones de Tierra, Infraestructura y Vivienda de la Provincia de Bs. As. 

(Fotivba); FOL - Frente de Organizaciones en Lucha; Frente Popular Darío Santillán; Frente Territorial Salvador 

Herrera; HABITAR Argentina; Instituto de Hábitat Urbano del CPAU | Consejo Profesional de Arquitectura y 

Urbanismo; Instituto de la Espacialidad Humana (FADU (UBA); Instituto del Conurbano de la Universidad Nacional 

General Sarmiento (ICO-UNGS); La Alameda; Laboratorio de Políticas Públicas (LPP); La USINA; Lxs Invisibles; 

Maestría en Hábitat y Pobreza Urbana en América Latina (UBA - FADU); Ministerio Público de la Defensa de la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires; Movimiento de Defensa de la Vivienda Familiar (MO.DE.VI.FA.); Movimiento de 

Ocupantes e Inquilinos; Movimiento Popular Seamos Libres; Observatorio del Derecho a la Ciudad (ODC); 

Organización 14bis; Organización Popular Cienfuegos; Patria Grande; Poder Ciudadano; Blog Proyecto Riachuelo; 

Proyecto Habitar (UBA- FADU); Secretariado de Enlace de Comunidades Autogestionarias (SEDECA); Taller 36 

arquitectura ciudad (T36 AC / FAUD-UNC); Taller forma&proyecto (UBA - FADU); Taller Libre de Proyecto Social 

(TLPS / UBA- FADU); Turba Talleres De Urbanismo Barrial (TURBA); TECHO - Argentina; Urbana Te ve; WINGU; 

Organizaciones, representantes y vecinos/as de barrio Fátima; Barrio Los Piletones; Barrio Los Pinos; Playón de 

Chacarita; Rodrigo Bueno; Villa 1.11.14; Villa 15; Villa 17; Villa 19; Villa 20; Villa 21.24; Villa 31-31bis; entre otros/as. 

mailto:adhesiones@acuerdoporlaurbanizacion.org
https://www.facebook.com/SeamosL/
https://www.facebook.com/ObservatorioDerechoalaCiudad/
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INTRODUCCIÓN1  

 

Implementar políticas de regulación de suelo es fundamental para que los 
procesos de reurbanización sean sustentables en el tiempo 
La coyuntura actual de la ciudad de Buenos Aires abre la posibilidad de incorporar ideas y 
herramientas innovadoras en la implementación de las políticas urbanas y habitacionales. La 
prioridad establecida en el avance de proyectos de urbanización en villas, redundó en las 
intervenciones de aquellas que se encuentran sobre terrenos fiscales nacionales, como el caso de 
las villas 31 y 31 bis y el Playón de Chacarita, y también sobre villas localizadas en tierras de la 
ciudad, como Rodrigo Bueno y Villa 20. 

Este cambio de política presenta algunos desafíos que creemos deben ser tenidos en cuenta en los 
proyectos de reurbanización. Respondiendo en términos generales a los estándares y premisas a 
seguir en estos procesos, en 2016 se desarrolló el Acuerdo por la Urbanización de Villas2. Entre los 
puntos del documento, se anticipaba la necesidad de evitar procesos de gentrificación (expulsión 
lenta de población) y el avance de la especulación inmobiliaria en los barrios urbanizados. Esto es 
particularmente importante ya que, con diferencias entre ellas, las cuatro villas comprendidas en los 
planes de integración urbana se localizan en áreas de gran valor para el mercado inmobiliario3. Las 
políticas de radicación de población e integración urbana de las villas, con la importantísima 
inversión pública que ello implica, corren riesgo de devenir en la habilitación de procesos de 
desplazamiento paulatino de la población por efecto de la presión del mercado, si no median 
políticas urbanas que los anticipen, prevengan y reviertan.  

Por eso, aquí presentamos los lineamientos generales de un conjunto de instrumentos urbanísticos 
que, implementados de manera mancomunada, pueden resultar útiles para asegurar la tenencia a 
los habitantes de los barrios, en forma perdurable, enfrentando las presiones sobre la población. 

                                                
1 En este documento no se incluyen la totalidad de los debates asociados a las definiciones que acá se presentan y que 
fueron abordados en documentos precedentes o se ampliarán en futuros materiales. 
2 http://www.acuerdoporlaurbanizacion.org 
3 Esto implica un gran riesgo por la coincidencia de los procesos de reurbanización con el desarrollo de emprendimientos 
urbanísticos en su entorno próximo. Como ejemplos se puede señalar la proximidad del Barrio 31 con el desarrollo 
Quartier Retiro, Catalinas II y la Autopista Ribereña, entre otros. En el caso de Playón Chacarita, la condición frentista de la 
nueva avenida Triunvirato es una gran oportunidad, pero también implica un mayor atractivo para el mercado inmobiliario. 
Rodrigo Bueno, ubicada en el barrio de mayor precio de suelo de la ciudad, en los próximos años -probablemente- quedará 
frente al mega-emprendimiento Santa María de los Buenos Aires en la ex-ciudad deportiva de Boca. La Villa Olímpica, 
según el propio GCBA declara, se espera que valorice la zona sur, como parte de la transformación de la Comuna 8, lo que 
puede tener efectos sobre la Villa 20. 
En gran medida estos emprendimientos se hacen posibles e incluso revalorizan sus territorios por las reurbanizaciones. En 
este sentido sería interesante, además, incorporar instrumentos de captación de plusvalía generada por las 
reurbanizaciones sobre los desarrollos inmobiliarios, a fin de aportar a una distribución más justa entre cargas y beneficios. 

http://acuerdoporlaurbanizacion.org/
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Para ello se recuperan herramientas implementadas en ciudades latinoamericanas (especialmente 
en Brasil), otras contempladas en la normativa local y nacional, así como políticas que actualmente 
se implementan en la propia ciudad. Asimismo, esta propuesta cobra particular importancia en la 
actualidad, en el marco de la reciente presentación del proyecto de ley del Poder Ejecutivo local para 
modificar el Código de Planeamiento Urbano en su totalidad  (Nuevo Código Urbanístico).  

En función de ello, en el presente documento se detalla la propuesta que el colectivo de 
organizaciones firmantes propone para: 

a. regular la gestión del suelo en los procesos de re-urbanización e integración sociourbana en 
CABA; y 

b. enfrentar el riesgo de expulsión directa o indirecta de los habitantes de las villas luego del 
proceso de re-urbanización. 

Estos instrumentos urbanísticos, cuyos objetivos y fundamentos se detallarán a continuación, se 
organizan en cuatro ejes, comprendidos en el marco de una figura de zonificación que proponemos 
denominar “Áreas de Desarrollo de Interés Social” (ADIS)4 y que incorpore herramientas a las áreas 
en torno a tres bloques de instrumentos: 

a. Regulaciones particulares en materia urbanística y de edificación. 

b. Directrices en materia de regularización dominial y condiciones de titularidad. 

c. Previsión de instrumentos para enfrentar el riesgo de desplazamiento por costos adicionados. 

 
 

INSTRUMENTOS DE GESTIÓN DE SUELO 

1. ÁREAS DE DESARROLLO DE INTERÉS SOCIAL: REGULACIONES PARTICULARES EN MATERIA 
URBANÍSTICA Y DE EDIFICACIÓN. 
Para la gestión de suelo se propone que el GCBA instrumente las ADIS, como un distrito de 
zonificación especial en consonancia con el espíritu del título 8 del proyecto de nuevo Código 
Urbanístico5. Las ADIS son porciones de territorio o conjuntos habitacionales destinados 
predominantemente a asegurar el acceso a vivienda adecuada para población de medios y bajos 
recursos6. Las zonificaciones que aquí se presentan se dividen en dos categorías dependiendo de su 
condición habitacional-urbana: 

 

ADIS 1 - VILLAS O ASENTAMIENTOS  
Componen esta zonificación los terrenos públicos o privados ocupados por viviendas precarias en 
estado informal de tenencia, que resulten consolidables (no se encuentren en condiciones críticas 

                                                
4 Se retoma la experiencia brasileña de Zonas Especiales de Interés Social y las diversas modalidades de zonificación con 
similares fines contempladas en marcos normativos del país como la ley 14.449. 
5 Más allá de las consideraciones generales respecto al Código, y la necesidad de incorporar otras herramientas que 
anticipen la demanda de vivienda de interés social, el Título 8 refiere a “Reurbanización e integración socio-urbana”, y 
menciona expresamente que sus “principios están acordados con IVC. Siguen las líneas de ONU-Habitat de Quito (2016) y 
del Acuerdo por la Urbanización de las Villas”. 
6 Esto implica mejoras habitacionales, recuperación ambiental y regulación urbana en asentamientos y villas, como 
también la provisión estatal de soluciones habitacionales y la regularización dominial de ocupantes e inquilinos.  
Las ADIS en sí mismas, sin embargo, no constituyen un mecanismo de regulación dominial de suelo, sino una herramienta 
urbanística. Es un tipo de zonificación que permite definir el tipo e intensidad de uso de una parcela o porción dada de 
territorio y adicionalmente, adoptar medidas, programas o instrumentos de gestión específicos para evitar procesos de 
desplazamiento de población o para gestionar problemáticas específicas de estas áreas.  
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ambientales o bien las mismas sean saneables) en el lugar7. En estos casos, el Estado debe 
garantizar en primera instancia el acceso a los servicios básicos (provistos como en el resto de la 
ciudad; en ningún caso la titulación podrá eximir al Estado de su responsabilidad al respecto), y 
comenzar la implementación participativa de proyectos de urbanización bajo los parámetros que 
se establecen en la Ley 148 y las diferentes leyes que disponen la urbanización de villas. 
Los nuevos asentamientos que no hayan sido zonificados como ADIS, hasta que sean reconocidos 
como tales áreas, deberán ser objeto de políticas con los mismos principios rectores que los 
polígonos ya incorporados como ADIS al Código Urbanístico.  

En aquellos terrenos donde se haya ejecutado, o se encuentre en proceso de implementación, un 
proyecto de reurbanización, además de los destinos y previsiones asignados al área mencionados, 
deberá contemplarse el régimen particular de edificación, facilitando la consolidación de lo existente 
en los casos en que ello resulte posible, asegurando estándares adecuados de seguridad y salubridad 
de todas las unidades funcionales del barrio.  

ADIS 2- UNIDADES HABITACIONALES DE INTERÉS SOCIAL 
Componen esta zonificación todas las unidades y conjuntos habitacionales8 que se encuentren bajo 
la responsabilidad del Instituto de Vivienda de la Ciudad (o del organismo que en el futuro lo 
reemplace). El Gobierno de la Ciudad deberá garantizar su ocupación con fines de vivienda única, 
contribuir a su mantenimiento, conservación y buenas condiciones de habitabilidad.  

Se considerarán en este marco también los inmuebles vacantes en propiedad estatal asignados al 
desarrollo futuro de proyectos de vivienda social. 

 Las ADIS no cumplen su objetivo en su implementación aislada, sino en conjunción con el resto de 
los instrumentos.  

A su vez, y sin perjuicio de ello, aún mientras no se apruebe una regulación general para las ADIS, 
ello no obsta a la incorporación de estos instrumentos en leyes específicas vinculadas a 
determinados territorios (por ejemplo, en las leyes de urbanización propias de cada villa, leyes para 
la regularización de conjuntos habitacionales, o una futura que establezca estándares comunes a 
éstos). 

Sobre los perímetros zonificados como ADIS se propone garantizar al menos los siguientes 
instrumentos, sin perjuicio de otros que puedan incorporarse adicionalmente en cada área 
definida: 

7 A los efectos de determinar ello, se debe priorizar en todos los casos la radicación definitiva de estos asentamientos en el 
lugar (de acuerdo a lo previsto en el Art. 31 de la Constitución de la Ciudad), debiendo considerarse estrictamente 
excepcional cualquier alternativa de realojo (que, en caso de realizarse debe ser consensuada, no forzosa y otorgar 
soluciones habitacionales definitivas dentro del barrio o asentamiento). 
8 Los conjuntos habitacionales representan, en buena medida, un parque habitacional construido en estado de deterioro 
social, constructivo y material, que es parte del déficit habitacional. Asimismo, son zonas potenciales de afectación al 
mercado inmobiliario a partir de la renovación urbana de sus entornos, más aún considerando el bajo alcance de los 
procesos de regularización de los inmuebles (que deberían realizarse orientados a asegurar la tenencia, delimitar espacios 
públicos y privados y su sustentabilidad, y a promover la consorcialidad, especialmente en unidades en propiedad 
horizontal). 



6 

2. REGULARIZACIÓN: MODALIDADES Y CONDICIONES 
Cualquiera sea el mecanismo de regularización dominial que se escoja, éste debe tener como fin el 
resguardo de la seguridad en la tenencia de la población, la sustentabilidad del proceso en el tiempo, 
y asegurar el arraigo evitando el desplazamiento de población por efecto del mercado.  

De tal forma, la titulación cumple dos roles simultáneos: a) por un lado, debe resguardar a la 
población de los barrios en proceso de urbanización (brindando seguridad de tenencia, la protección 
contra desalojos, los conflictos domésticos, las separaciones maritales, las herencias, los conflictos 
vecinales y el acceso a formas diversas de crédito), y por otro b) debe resguardar el interés de la 
ciudad en su conjunto, a partir de la incorporación plena de estos barrios al entramado institucional 
y de servicios públicos que el Estado provee en el resto de la ciudad.  

En el marco de la declaración de ADIS, el GCBA, considerando lo dispuesto en las leyes de 
urbanización referidas, generará espacios de debate y toma de decisiones, con los habitantes de 
cada una de las villas en cuestión, para definir las modalidades de regularización dominial a 
implementar en cada proceso. 

En ese contexto, se considera deseable -en el caso de las villas- la convivencia de distintas 
modalidades de regularización, a opción por parte del grupo familiar beneficiario. Las siguientes 
alternativas resultan de implementación posible según el caso (la explicación técnica de cada una se 
desarrolla en anexo): 

a. Dominio pleno9. 

b. Derecho de superficie10. 

c. Derecho de uso o usufructo. 

 

En todos los casos, consideramos fundamental la inclusión de cargos para garantizar que se 
sostenga en el tiempo el fin social y habitacional por el cual se otorgan estos derechos sobre los 
inmuebles en cuestión (el tipo de cargos propuestos se mencionan en el apartado que sigue). 

 

Estas alternativas podrían ponerse a disposición de la población, implicando diferentes costos, que 
en ninguno de los casos debería resultar un obstáculo para su acceso. Asimismo, resulta 
imprescindible que, en todos los casos, los costos de la escrituración inicial queden a cargo de la 
autoridad estatal11. 

                                                
9 El dominio pleno tiene la ventaja de ser el que se encuentra culturalmente más extendido y aceptado, pero trae 
aparejados riesgos adicionales frente a los potenciales desplazamientos de la población por efectos del mercado. En ese 
sentido, se propone abrir otras posibilidades de regularización, además del título en propiedad privada individual (que, en 
cualquier caso, debería asumir los cargos que se proponen más adelante). Ello permitiría reducir los riesgos de que el fin 
social de la regularización se frustre con el paso del tiempo, a la vez que permitiría que el parque inmobiliario estatal 
destinado a sectores populares -y a cualquier otro fin- se conserve bajo propiedad estatal (sin perjuicio de ello, en un 
contexto de privatización extendida de bienes inmuebles del Estado, resulta complejo que la excepción a la transferencia 
de dominio pleno la constituyan sólo los hogares de villas, es que se propone incorporarla como una de las alternativas 
posibles). 
10 Considerando que el horizonte de la política pública a largo plazo es la re-urbanización e integración sociourbana con 
permanencia de los habitantes en las villas en cuestión, partiendo de experiencias como la colombiana, optar por el 
“Derecho a la Superficie” permitiría a los habitantes usar, gozar y usufructuar el inmueble construido adquirido, a la vez 
que el Estado conservaría la propiedad del suelo en el que está construido dicho inmueble. De esta manera, los habitantes 
no sólo podrían usar sino también alquilar y vender el inmueble, pero al ser tierra del pública dentro de un ADIS, se 
desestimula la presión inmobiliaria y se asegura que la tierra pública y la inversión estatal realizada efectivamente logre 
una política pública que garantice el acceso a vivienda social en la Ciudad a los sectores populares. En estos casos se 
podrían plantear alternativas de adjudicación del suelo o lo construído, estableciendo por ley la obligatoriedad de renovar 
el derecho real de superficie una vez vencidos los 70 años que establece el Código Civil. 
11 Como lo son por ejemplo en la Provincia de Buenos Aires. 



7 

De esta manera se contemplan más alternativas para la regularización dominial que aseguren la 
tenencia, al mismo tiempo que, de conjunto con las demás disposiciones que se incorporen en las 
ADIS, coadyuven a preservar a la población del desplazamiento por efectos del funcionamiento del 
mercado inmobiliario. 

3. CONDICIONES DE TITULARIDAD: CARGOS.
Paralelamente, es necesario incorporar previsiones que permitan que a lo largo del tiempo, a 
medida que los actuales habitantes de estos barrios vayan cambiando en razón del movimiento 
esperable de la población, ello no impacte en una alteración del tipo de población beneficiaria, que 
desvirtúe el fin social y habitacional que le dio sentido a la política. 

En función de ello, se propone incorporar a los títulos que se entreguen las siguientes restricciones, 
tanto en lo relativo a los criterios para la selección de los adjudicatarios como a modo de cargo 
(tanto para el adjudicatario de la regularización como para cualquier eventual futuro adquirente): 

● Los beneficiarios podrán ser sólo personas humanas, cooperativas de vivienda (conformadas

sólo por integrantes que individualmente reúnan los requisitos que se impongan para las

personas humanas), o personas jurídicas sin fines de lucro (siempre que éstas no estén

vinculadas formalmente a organizaciones empresariales). Los derechos que se adquieran sobre

estos inmuebles no podrán ulteriormente transferirse a quienes no cumplan con estas

características.

● El destino de estos inmuebles debe ser el de vivienda única (se podrá admitir la mixtura con
fines comerciales de escala barrial, de titularidad y gestión de los propios pobladores). En
ningún caso las transferencias posteriores posibilitarán alterar el destino habitacional de los
inmuebles.

● Los grupos familiares que adquieran los derechos sobre los inmuebles emplazados dentro de las
ADIS, no podrán ser titulares de otra propiedad -esta restricción también se incorporará como
cargo y subsistirá ante posteriores transferencias-.

● En caso de contar con un espacio comercial, productivo o comunitario, se podrá regularizar
dominialmente hasta uno por hogar.

● Podrán, asimismo, incorporarse otras prerrogativas adicionales que coadyuven a los mismos
fines, como ser el derecho de Preferencia en favor del Estado (en Anexo se desarrollan sus
implicancias jurídicas)12.

4. RESTRICCIONES SOBRE EL PARCELAMIENTO Y LA EDIFICABILIDAD
Por otra parte, deberán preverse regulaciones urbanísticas y morfológicas que limiten el interés que 
dichas zonas generen para desarrollar emprendimientos comerciales o de desarrollo inmobiliario 
con efecto gentrificador.  

Entre ellas, se propone una lógica de parcelamiento, así como restricciones normativas, que 
aseguren el sostenimiento en el tiempo de destinos habitacionales de baja escala (estableciendo 
limitaciones al metraje cuadrado máximo por parcela, tanto de suelo como construible), y que 
incluya la prohibición de acumulación o englobamiento de parcelas. 

12 Aunque esta herramienta resulta ineficaz si se incorpora en forma autónoma, sin el conjunto de las restricciones 
propuestas. 
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5. INSTRUMENTOS PARA ENFRENTAR EL RIESGO DE DESPLAZAMIENTO DE LOS HABITANTES DE
LAS VILLAS POR COSTOS ADICIONALES POS-REURBANIZACIÓN
A partir de la regularización en la provisión de servicios y de las obras de integración socio-urbana13, 
además de la mejora sustantiva en la calidad de vida de la población residente en villas, se generarán 
nuevas cargas económicas que deben moderarse para evitar efectos expulsivos contrarios a los fines 
de la política de re-urbanización. En este sentido se disponen los siguientes instrumentos (a los 
cuales pueden adicionarse otros a futuro)14:  

5.1. EXENCIONES TRIBUTARIAS 
Al regularizar la situación habitacional, es preciso que se ajusten los impuestos, contribuciones y 
tasas locales, de forma de evitar el desplazamiento por incapacidad de pago. En consecuencia se 
propone: 

a. Reducción de ABL y exención del impuesto inmobiliario
Se propone una reducción inicial significativa sobre las Contribuciones de Alumbrado Barrido y
Limpieza (ABL), y la exención del impuesto inmobiliario sobre las propiedades que integran las
ADIS15.

b. Exención de Ingresos Brutos a actividades productivas y comerciales pre existentes
Con miras a que el proceso de regularización no impacte negativamente en la situación de
ingresos de las familias que ya desarrollen actividades productivas y/o comerciales con fines de
subsistencia en las ADIS.

5.2. TARIFA SOCIAL EN SERVICIOS BÁSICOS 
El GCBA deberá contemplar los mecanismos necesarios para el acceso a los servicios básicos en 
villas, considerando aquellos necesarios para sortear la dificultad económica de parte de la 
población residente en los barrios para pagar las tarifas plenas por estos servicios. En función de 
ello, se propone la incorporación automática de la totalidad de los inmuebles que se encuentren 
emplazados dentro de las ADIS a las políticas de subsidio a las tarifas de servicios públicos 
(incluyendo electricidad, agua, gas, etc). 

5.3. PROGRAMA DE FORMACIÓN Y FORTALECIMIENTO DE CONSORCIOS 
En las ADIS el Gobierno de la Ciudad arbitrará las acciones y recursos necesarios para la formación y 
consolidación de consorcios que garanticen la sustentabilidad, mantenimiento y accesibilidad de la 
totalidad de las soluciones habitacionales, previendo también la proyección a futuro de las 

13 La regularización de servicios e infraestructuras implica que los mismos se provean con los mismos estándares que en el 
resto de la ciudad; es decir que en el caso de servicios públicos los mismos sean operados por las prestatarias, sin 
intermediación del GCBA. 
14 No se incorporan acá mecanismos para procesos de regularización sobre inmuebles comerciales ni en alquiler con fines 
de vivienda. En ambos casos se requerirían instrumentos y abordajes específicos, aunque se anticipa que el criterio general 
es la regularización de no más de un inmueble comercial o productivo por hogar. 
15 Se puede tomar como referencia la exención de impuestos en el Distrito del Deporte Ley N° 5.235 Art. 19.- Impuesto 
Inmobiliario; Tasa Retributiva de los Servicios de Alumbrado, Barrido y Limpieza, Territorial y de Pavimentos y Aceras. 
Quedan exentos del pago del Impuesto Inmobiliario; Tasa Retributiva de los Servicios de Alumbrado, Barrido y Limpieza, 
Mantenimiento y Conservación de Sumideros, Territorial y de Pavimentos y Aceras, los inmuebles ubicados dentro del 
Distrito y que estén destinados en forma principal al desarrollo de alguna de las Actividades Promovidas, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 1° de la Ley 499, según lo establecido en el Art. 8° de la presente. 
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necesidades de la población16. Ello no sólo incluye facilitar y fortalecer la consorcialidad, sino 
establecer mecanismos para que las expensas resulten accesibles para todos los pobladores que 
habiten en edificios de propiedad horizontal.  

 

5.4 PROGRAMA DE REGULARIZACIÓN DE COMERCIOS Y ACTIVIDADES PRODUCTIVAS PRE-EXISTENTES 
Para garantizar la sustentabilidad de los emprendimientos comerciales y/o productivos, se propone 
el acompañamiento del GCBA para la regularización de los comercios y actividades productivas de 
los beneficiarios. Para ello arbitrará acciones y recursos necesarios, considerando la regularización 
de hasta una unidad funcional con fines comerciales o productivos por persona. 

 
 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
El conjunto de instrumentos que aquí se presentan fueron definidos tras largos e intensos debates 
que involucran a especialistas locales y regionales. Si bien los procesos de urbanización de villas 
como los que se están desarrollando en la ciudad son inéditos en alcance territorial y profundidad de 
las intervenciones, el reaseguro de la tenencia de sus pobladores tiene que estar garantizado, así 
como los potenciales efectos adversos deben anticiparse. Para ambos objetivos, cabe recurrir tanto 
a experiencias latinoamericanas en la materia, como a los instrumentos jurídicos y administrativos 
disponibles y ya aplicados a nivel local. En ese sentido, parte de las lecciones regionales señalan que 
no es suficiente la implementación aislada de alguna de las herramientas presentadas sin el riesgo 
de generar procesos adversos a los objetivos de radicación de población y sustentabilidad de los 
procesos. Es por ello que esta variedad de instrumentos presentados constituyen de conjunto 
herramientas viables jurídica y administrativamente, que buscan responder a las expectativas de la 
población de villas y que cuentan con algún tipo de antecedente de aplicación. 

Como recomendaciones finales podemos enfatizar la relevancia de conjugar:  

- Instrumentos de zonificación social (ADIS); que apunten a dejar sentado el sentido de la 
intervención pública de preservación de usos de las zonas delimitadas. 

- Diferentes modalidades de regularización dominial; que incorporen alternativas a la titulación 
privada individual. 

- Cargas a la titulación; que garanticen la seguridad en la tenencia de las viviendas a la población 
que hoy las habita (u hogares similares). 

- Restricciones sobre el parcelamiento y la edificabilidad; que apunten a consolidar los usos 
residenciales destinados a sectores populares del área. 

- Mitigación de nuevos costos; que aseguren a las familias la asequibilidad a servicios y la 
permanencia en el barrio. 

 
 
 

 

                                                
16 Por caso, en los conjuntos habitacionales que superen la planta baja, el Estado debería garantizar la accesibilidad a todas 
las viviendas, no siendo una limitación la tipología que se desarrolle, abonando así a la inclusión de toda la población. 
Asimismo, los consorcios deberían estar constituidos por una cantidad de inmuebles que no resulte excesiva para el buen 
manejo de los espacios comunes. 
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ANEXO: REGULARIZACIÓN / ALGUNAS DEFINICIONES 
 
Derechos sobre los inmuebles (a considerar en procesos de regularización en villas) 
 
1) Dominio perfecto: es el derecho de uso, goce y disposición material y jurídica (posibilidad de venderlo, 

gravarlo o constituir derechos personales y reales) sobre una cosa. El dominio sobre un inmueble comprende 
también al subsuelo y al espacio aéreo hasta el límite de su aprovechamiento. Tiene dos características:  
- Perpetuo: no tiene límite en el tiempo y subsiste con independencia de su ejercicio (con excepción del 
dominio revocable). 
- Exclusivo: no puede tener más de un titular. 
(El código anterior también decía que el derecho de dominio era absoluto. Ahora el nuevo código sostiene que 
está limitado por las normas del derecho administrativo que resguardan el interés público). 
 

2) Derecho de Superficie: derecho real temporario (creado por el nuevo código) sobre un inmueble ajeno, 

que da derecho de uso, goce y disposición sobre lo plantado, forestado o construido (o, en su caso, a plantar, 
forestar y construir también)17.  
Puede constituirse sobre todo o sobre una parte del inmueble ajeno, con proyección inclusive en el subsuelo y 
el espacio aéreo, siempre que el inmueble ajeno esté bajo dominio, condominio o bajo régimen de propiedad 
horizontal.  
- Plazos máximos: 70 años sobre lo construido. 

50 años sobre lo plantado y forestado. 
El plazo convenido se puede prorrogar siempre que no exceda estos plazos. 
- Adquisición: por título gratuito u oneroso, entre vivos o por causa de muerte (herencia). No se adquiere por 
usucapión (sí sirve la prescripción breve para sanear el derecho). 
- Facultades del superficiario: 

● Constituir derechos reales de garantía (hipoteca) sobre lo construido. 
● Puede afectar la construcción al régimen de la propiedad horizontal, salvo pacto contrario. 
● Puede transmitir y gravar el inmueble por el tiempo del derecho de superficie, sin necesidad de 

consentimiento por parte del propietario. 
- Facultades del propietario: disposición material y jurídica que corresponde a su derecho, siempre que no 
turbe el derecho del superficiario. 
- Extinción: La propiedad superficiaria no se extingue por destrucción de lo construido si es que el superficiario 
construye nuevamente en el plazo de 6 años.  
Las causas de la extinción podrán ser: 

● Renuncia expresa. 
● Vencimiento del plazo. 
● Cumplimiento de condición resolutiva. 
● Por consolidación.  
● Por el no uso de lo construido por 10 años. 

El efecto de la extinción es que el propietario del inmueble hace suyo lo construido, libre de derechos reales y 
personales de terceros.  
Cuando el derecho de superficie se extingue por el propietario del suelo, éste debe pagar indemnización, salvo 
pacto en contrario. 
Normas aplicables supletoriamente al derecho de superficie: normas del usufructo. 
Normas aplicables supletoriamente a propiedad superficiaria: normas del dominio revocable. 
 

3) Derecho de Uso: derecho a usar y gozar de cosa ajena, su parte material o indivisa, sin alterar su 

                                                
17 Considerando que el horizonte de la política pública a largo plazo es la re-urbanización e integración sociourbana con 
permanencia de los habitantes en las villas en cuestión, partiendo de experiencias como la colombiana, algunos integrantes 
del colectivo de organizaciones propone tanto al GCBA como a los habitantes de las villas optar por el “Derecho a la 
Superficie”. Este instrumento permitiría a los habitantes usar, gozar y usufructuar el inmueble construido adquirido, a la 
vez que el Estado conserva la propiedad del suelo en el que está construido dicho inmueble. De esta manera, los 
habitantes no sólo puede usar sino también alquilar y vender el inmueble, pero al ser tierra del pública dentro de un ADIS, 
se desestimula la presión inmobiliaria y se asegura que la tierra pública y la inversión estatal realizada efectivamente logre 
una política pública que garantice el acceso a vivienda social en la Ciudad a los sectores populares. 
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sustancia. Sólo puede constituirse a favor de persona humana (no de personas jurídicas). No pueden 
constituirse otros derechos reales sobre la cosa.  
Se encuentra legitimado para constituir en uso el dueño de la cosa, el titular de PH, el superficiario y los 
comuneros. Podrá ser a favor de una o varias personas. 
- Modos de constitución:  

● Transmisión de uso y goce con reserva de nuda propiedad. 
● Transmisión de nuda propiedad con reserva de uso y goce. 
● Transmisión de nuda propiedad a una persona y de uso y goce a otra. 

Se puede inventariar y pedir garantía de conservación del bien, antes de la constitución del derecho.  
Es intransmisible por herencia (salvo usufructo a favor de varios con derecho a acrecer). 
Obligaciones del usuario:  

● Respetar el destino del bien. 
● Hacer mejoras necesarias, de conservación y las que tengan que hacerse por su culpa. 
● Pago de impuestos, tasas, contribuciones y expensas comunes. 

- Nudo propietario: tiene derecho a conservar la disposición jurídica y material del bien, pero con la obligación 
de no turbar el uso y goce por parte del usuario. 
-Extinción:  

● Muerte del usuario (es vitalicio) o del plazo de 50 años cuando se trata de personas jurídicas 
(sociedades anónimas, cooperativas, etc.). 

● No uso por 10 años. 
● Uso abusivo y alteración de la sustancia. 

Se extingue no sólo el usuario originario, sino también todos los derechos constituidos por el usuario y sus 
sucesores particulares. 
 
 

Propiedad horizontal 
Es el derecho de uso, goce y disposición sobre inmueble propio (la parte privativa del PH) y las partes comunes 
de un edificio. Las partes son interdependientes, por lo que conforman un todo inescindible. Por esto, la 
división jurídica del bien (en unidades funciones y partes comunes) se realiza mediante el Reglamento de PH 
que se hace por escritura pública y debe ser inscripto en el Registro de la Propiedad Inmueble.  
Todo PH tiene un consorcio que es la persona jurídica que constituyen los propietarios, y dentro del cual están: 
-Asamblea: reunión de propietarios. 
-Consejo de Propietarios: no siempre está, pero puede ser designada por la asamblea con fines de convocar a 
la asamblea y controlar económica y financieramente al consorcio. 
-Administrador: es el representante legal (mandatario) del consorcio, que ejecuta las decisiones tomadas por 
la asamblea. 
Están excluidos del régimen de PH los contratos que versan sobre inmuebles del dominio privado del Estado. 
 
 

Derecho de Preferencia 
El derecho de preferencia es un instrumento de política territorial regulado a nivel nacional en Brasil (art. 25 
del Estatuto de la Ciudad,) y en Colombia (art. 70 y ss, art. 10 de Ley 9ª. de 1989 y art. 58 de Ley 388 de 1997), 
por medio del cual se dispone la adquisición preferente del Estado de determinados bienes inmuebles, para, 
entre otros fines, regularización dominial o desarrollo de proyectos de vivienda social. 
Si bien en Brasil se ha utilizado principalmente para adquirir suelo para realización de infraestructura vial y en 
Colombia, se ha utilizado para adquirir predios para desarrollos de nuevos proyectos de vivienda social, la 
finalidad de adquirir suelo donde hay ocupaciones informales para luego regularizarlas, está prevista en ambos 
sistemas jurídicos. 
En Argentina, no se conocen casos de regulación de este instrumento. No obstante los proyectos de leyes de 
ordenamiento territorial, a nivel nacional, y el proyecto de ley de ordenamiento territorial de la Provincia de 
Santa Fe, si lo contemplan. 
Este instrumento podría aplicarse en un contexto de regularización de villas y asentamientos en la Ciudad de 
Buenos Aires, a fin de garantizar que el Estado tenga una adquisición preferente de los inmuebles ubicados en 
las villas y asentamientos con posterioridad a su regularización, por un plazo determinado o ante una 
determinada cantidad de ofertas realizadas. Con ello, se garantizaría que esos inmuebles regularizados, 
vuelvan al Estado y no a desarrolladores inmobiliarios. Así, por un lapso de tiempo o de determinados intentos 
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de venta (no indefinidamente), se frena, la presión inmobiliaria, y se garantiza que el inmueble regularizado y 
dotado de servicios retorne al Estado para que luego vuelva a redestinarlo a vivienda social. 
Para la regulación de este instrumento, debe contemplarse distintos aspectos (Maldonado, M.L., 2010: 255):18 

1. Enumerar taxativamente las finalidades. 
2. Establecer las entidades que pueden ejercitarlo. 
3. Regular las características de los bienes sujetos a este derecho de preferencia, con énfasis en la 

notificación al propietario sobre la existencia de este derecho a favor del poder público. 
4. Determinar la extensión de este proyecto, ya se temporalmente o en relación a un determinado 

número de ofertas de enajenación. 
5. Detallar las obligaciones del propietario del bien con derecho de preferencia y las obligaciones del 

beneficiario de este instrumento. 
6. Regular los aspectos necesarios para garantizar la seriedad de la oferta de compra del bien por un 

tercero. 
7. Establecer las condiciones y plazos de funcionamiento de este instrumento. 

Es importante destacar, que este instrumento es complementario a otros instrumentos, y no garantiza por sí 
sólo, que se frene la especulación inmobiliaria. Por ello, debe combinarse con otros instrumentos, y 
principalmente con una zonificación especial con destinación exclusiva de vivienda social (como las ADIS 
propuestas). 
Este instrumento de política territorial, se diferencia del pacto de retroventa del Código Civil y Comercial de 
Argentina. La principal diferencia es que el pacto de retroventa se basa en la voluntad de las partes, y en 
cambio, el derecho de preferencia se fundamenta en una imposición que unilateralmente realiza el Estado, 
para fines específicos que tienen relación con temas de políticas de suelo. 
Considerando el contenido de este instrumento, su naturaleza (como instrumento de política territorial), y las 
competencias en materia de ordenamiento territorial, su regulación, en los aspectos fundamentales, debe 
realizarse mediante ley aprobada por la Legislatura de la Ciudad. 

                                                
18 Maldonado, M.L. (2010), Reforma Urbana Argentina: Reflexiones y recomendaciones a partir del Derecho Brasileño y 
Colombiano. Trabajo Final de la Especialización en Derecho Inmobiliario, Urbanístico y de la Construcción de la Universidad 
Nacional de Rosario, Argentina (269 pp). 
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